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Resumen 

Luego del huracán María quedaron evidenciadas las limitaciones del gobierno en el 

manejo de desastres. En ese entonces las organizaciones sin fines de lucro se convirtieron en uno 

de los frentes de respuesta más importantes; brindando servicios suplementarios y 

complementarios a los del gobierno. Reconociendo la vulnerabilidad que tiene Puerto Rico a que 

ocurran otros desastres naturales es vital crear conciencia y espacios colaborativos con el fin de 

agilizar, reducir el tiempo y evitar la duplicidad en la recuperación. La hipótesis central del 

trabajo consiste en afirmar que dicha transformación puede efectuarse mediante un proceso de 

gobernanza vinculado a los valores de la administración pública de ética, equidad, diversidad, 

rendición de cuentas y mérito. Además, se presentan medidas legislativas y otras iniciativas para 

la recuperación en Puerto Rico. Finalmente, se proporcionarán recomendaciones de gobernanza 

para promover la eficacia del gobierno en la recuperación tras desastre mediante colaboración 

multisectorial, comunicación y el apalancamiento de recursos.  

 

Palabras claves: recuperación tras desastre, organizaciones sin fines de lucro, gobernanza, 

colaboración multisectorial 
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Introducción 

En los últimos cinco años, Puerto Rico ha sido embestido por una serie de fenómenos 

naturales y sanitarios que cambiaron el sentido de normalidad de todos los ciudadanos. Desde 

huracanes y terremotos, hasta la actual emergencia por COVID-19. Estos fenómenos suponen la 

activación de un personal de primeros respondedores, en su mayoría empleados 

gubernamentales, cuya función es asistir a los ciudadanos durante una emergencia. Sin embargo, 

luego del Huracán María en el 2017, quedaron evidenciadas las limitaciones del gobierno ante 

las emergencias. Las organizaciones sin fines de lucro (OSFLs) y otras iniciativas de base 

comunitaria fueron las únicas capaces de brindar la asistencia de manera oportuna, 

convirtiéndose en uno de los frentes de respuesta más importantes (Rivas-Nina, 2018).   

De igual forma, estas Organizaciones No Gubernamentales (ONG) comenzaron con 

inmediatez los servicios y programas dirigidos a la recuperación tras desastre del país, que cuatro 

años después continúan en marcha y vigentes. El gobierno de Puerto Rico hoy en día realiza 

servicios similares o complementarios con los de las ONG, y ha recibido fondos federales 

dirigidos a la recuperación de Puerto Rico. Según investigadores, estos fondos utilizados de 

manera adecuada pudieran presentar la oportunidad de recuperación económica, infraestructura 

adecuada y la oportunidad para que muchas familias aseguren viviendas dignas (Torres-Cordero, 

2020). No obstante, esfuerzos de colaboración multisectorial no son percibidos por el sector 

civil.  

La recuperación tras desastre es un proceso que puede tomar años, incluso décadas. Se 

puede inferir que al paso del huracán María, el país se encontraba dentro del cono de 

recuperación del huracán Georges de 1998, pues en muchos barrios el huracán María destruyó 

las construcciones que se esperaban fueran provisionales luego del huracán Georges (Rivas-
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Nina, 2018). Reconociendo la vulnerabilidad que tiene Puerto Rico a que ocurran desastres 

naturales es vital explorar espacios colaborativos con el fin de agilizar y reducir el tiempo de 

recuperación tras desastres.  

 Es necesario transformar la manera de indagar y atender problemas públicos, pero ¿cómo 

el gobierno puede fungir como socio en la coordinación de esfuerzos multisectoriales y evitar la 

duplicidad en la recuperación?  Especialistas en política pública afirman que dicha 

transformación puede efectuarse mediante un proceso de gobernanza.  La gobernanza provee al 

gobierno la capacidad de convocar e incentivar a la sociedad civil, para debatir y lograr 

consenso, sin librarse de la responsabilidad que le compete como institución suprema de la 

sociedad.  (Uvalle Berrones, 2014). De esta forma, crear una relación interdependiente entre el 

gobierno y el sector civil. (Aguilar-Villanueva, 2020).  

El propósito de esta investigación es presentar estrategias para promover la gobernanza 

en la recuperación tras desastres en Puerto Rico. La investigación fue realizada mediante una 

metodología cualitativa y de análisis documental donde se evalúa lo que constituye la 

colaboración multisectorial, el término de gobernanza, su importancia. Además, presenta un 

análisis de la perspectiva de la gobernanza en Puerto Rico, específicamente la dimensión de 

eficacia del gobierno en el contexto global.  Mientras, se presenta una comparación con estudio 

realizados sobre la perspectiva de las OSFL en Puerto Rico y Australia.  

 Posteriormente, se dilucida la intención de la gobernanza en la recuperación de Puerto 

Rico. En adelante, se identifican medidas legislativas relacionadas a colaboraciones 

multisectoriales en la recuperación con el propósito de hacer una mirada a las políticas públicas y 

sus resultados. Finalmente, se proporcionarán recomendaciones de gobernanza para promover la 

colaboración y el apalancamiento de recursos en la recuperación tras desastre.  
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Marco Conceptual 

 Para propósito de esta investigación serán utilizadas las siguientes definiciones de los 

términos: Organizaciones No Gubernamentales, Organizaciones Sin Fines de Lucro y 

gobernanza.  Según la organización de las Naciones Unidas (s.f.), las Organizaciones No 

Gubernamentales (ONG) son definidas como “cualquier grupo de ciudadanos voluntarios sin fines 

de lucro que se organiza a nivel local, nacional o internacional.”  El término ONG suele ser utilizado 

por organizaciones que brindan servicios a nivel internacional las cuales son parte de las 

Organizaciones Sin Fines de Lucro (OSFL).  

De acuerdo al Urban Institute, las OSFL incluyen una gama amplia de entidades, tales 

como organizaciones de bienestar social, clubes sociales y recreativos, fondos de 

pensiones de empleados, organizaciones religiosas, asociaciones empresariales y 

cooperativas. Estas entidades no operan para el beneficio financiero de accionistas 

individuales y, en cambio, sirven al interés público (Estudios Técnicos, Inc., 2015, p.12) 

El concepto de gobernanza será explicado partiendo de los planteamientos teóricos de Luis F. 

Aguilar Villanueva (2006) quien lo define como:  

el proceso mediante el cual los actores de una sociedad deciden sus objetivos de 

convivencia —fundamentales y coyunturales— y las formas de coordinarse para 

realizarlos: su sentido de dirección y su capacidad de dirección. El concepto implica dos 

dimensiones fundamentales de la vida humana en sociedad: la intencionalidad social y la 

capacidad social de transformar los propósitos en realidades (p. 90). 

La gobernanza provee al gobierno la capacidad de convocar e incentivar a la sociedad 

civil, para debatir y lograr consenso, sin librarse de la responsabilidad que le compete como 

institución suprema de la sociedad.  (Uvalle Berrones, 2014).  
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Colaboración Multisectorial 

El término colaboración describe las relaciones con un alto nivel de interacción entre 

múltiples organizaciones con el fin de trabajar hacia un objetivo común en la resolución de 

problemas sociales complejos. (AbouAssi, Makhlouf, & Whalen, 2016; Cigler, 2001; Gray, 

1989; Huxham & Vangen, 2005, según citado por Curnin & O’Hara, 2019). También, “la 

colaboración entre los gobiernos y las ONG se promociona ampliamente como un paso 

importante para mejorar la gobernanza y la provisión de bienes y servicios públicos” (Nelson-

Núñez y Cartwright, 2019, p.77) pues “minimiza la duplicación de esfuerzos, maximiza el 

intercambio de información y construye capacidad” (Nelson-Núñez y Cartwright, 2019, p.76).  

Emerson et al., (2012) establecen la dinámica colaborativa como interacciones cíclicas 

enfocadas en tres componentes: (1) compromiso basado en principios, (2) motivación compartida 

y (3) capacidad de colaboración conjunta. A través del compromiso basado en principios, 

personas diversas trabajan para resolver problemas, resolver conflictos o crear valor mediante: 

descubrimiento, definición, deliberación y determinación. La motivación compartida, a 

menudo denominada capital social, destaca los elementos interpersonales y relacionales 

mediante: confianza mutua, comprensión, legitimidad interna y compromiso. Finalmente, la 

capacidad de colaboración conjunta puede verse como un resultado a mediano plazo de los 

ciclos interactivos anteriores (compromiso basado en principios y motivación compartida) que 

combina: arreglos institucionales y de procedimiento, liderazgo, conocimiento y recursos. 

Por su parte, Thomson et al. (2007) definen la colaboración como un constructo 

multidimensional y variable compuesto por cinco dimensiones claves, dos dimensiones son de 

naturaleza estructural, (1. gobernanza y 2. administración), dos dimensiones de capital social (3. 

reciprocidad y 4. normas), y una dimensión relacionada a la capacidad de agencia (5. autonomía 
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organizacional). Hallazgos sugieren que la colaboración en la recuperación ante desastres 

depende de la claridad de los roles, las relaciones de confianza y las estructuras 

interorganizacionales (gobernanza y administración) (Curnin & O’Hara, 2019).  

Específicamente, abordando la dimensión de gobernanza, esta supone que las partes 

interesadas deben conocer la manera en que pueden relacionarse y tomar decisiones de forma 

conjunta. La colaboración, desde la dimensión de la gobernanza, implica crear estructuras que 

definan la interacción de las partes para poder resolver eficientemente los problemas de acción 

colectiva que enfrentan. Estas estructuras permiten el desarrollo de reglas de trabajo que; regulen 

el comportamiento individual y grupal, determinen la información que debe proporcionarse, y la 

distribución de los costos y los beneficios (Ostrom 1990, citado por Thomson et al., 2007; 

Emerson et al., 2012).  

En el contexto de Australia, Curnin y O’Hara (2019) realizaron un estudio para conocer 

el grado de interacción de las OSFL y el estado de Tasmania durante la respuesta a las 

catastróficas inundaciones de junio de 2016, titulado Nonprofit and public sector 

interorganizational collaboration in disaster recovery: Lessons from the field. En este estudio se 

realizaron 39 entrevistas semiestructuradas a participantes involucrados en los esfuerzos de 

recuperación luego de las inundaciones: 19 del sector público y 20 del tercer sector (OSFL). 

Mediante un análisis de los datos se identificaron las barreras y facilitadores para la colaboración 

entre OSFL y el gobierno durante la fase de recuperación ante desastres. Los resultados 

identificaron las siguientes barreras de colaboración: pobre coordinación, ambigüedad en la 

administración de la operación, conocimiento preexistente de las capacidades de otras partes 

interesadas, deficiencia de estructuras formales.    
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Esta falta de interacción constituye un retroceso en esfuerzos de recuperación pues 

investigadores argumentan que las actividades en que las OSFL y el estado colaboran son más 

efectivas que cuando las instituciones gubernamentales lideran las acciones por sí mismas. 

Johnson y Nelson afirman que por lo general el mayor éxito de las instituciones locales se debe a 

que forman parte de las instituciones de apoyo del estado (Citado por Jones, et al., 2013). En 

síntesis, la colaboración intencional especificada entre las ONG y el estado constituye una 

relación de dependencia mutua positiva para la recuperación. 

Por el contrario, los resultados encontraron que los principales facilitadores para la 

colaboración son el entendimiento de los roles y las responsabilidades de los sectores. En 

relación con estos facilitadores un participante del estudio de Curnin & O’Hara, (2019) expresó 

lo siguiente:  

Teníamos una buena relación de trabajo con los departamentos [del sector público], 

sabíamos lo que cada uno podía ofrecer y eso significaba que no estábamos empezando 

desde cero. Creo que la otra cosa es que, durante el período de los últimos diez años, a 

medida que ha ocurrido cada desastre, ha habido una muy buena retroalimentación sobre 

la cual construir. Eso también ha ayudado al gobierno a comprender los roles que pueden 

desempeñar las organizaciones sin fines de lucro en la recuperación ante desastres y 

dónde y cuándo deberían entrar en acción (p. 287). 

Es importante destacar que el liderazgo colaborativo es un intermediario importante pues se 

encarga de diseñar “escenarios institucionales apropiados para la gobernanza colaborativa y 

facilita los procesos colaborativos al enfatizar la interdependencia mutua de los actores públicos 

y privados, generar confianza, desarrollar una comprensión compartida de la misión y la 
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producción de resultados.” (Ansell y Gash 2007; Archer y Cameron 2008, según citado por 

Torfing, 2016, p. 252). 

Comunicación 

La comunicación a menudo se menciona como una fuente de insatisfacción en relación 

con el sector público. (Luoma‐aho & Canel, 2016, según citado en Luoma-aho & Canel, 2020). 

Ésta puede entenderse centrándose en tres dimensiones: sustancia, los temas o preocupaciones 

de los que se habla; participantes, quién habla y quién escucha; y estructuras, las instituciones, 

procesos y normas a través de los cuales se produce esta comunicación (Luoma-aho & Canel, 

2020).  Para la colaboración es importante saber quiénes son los participantes y a quienes 

representan. Es importante la inclusión y la diversidad para dar voz a múltiples perspectivas e 

intereses; permitiendo el desarrollo de decisiones más reflexivas, con una visión más amplia que 

serán beneficiadas o perjudicadas con una acción (Beierle y Cayford 2002; Sirianni 2009, según 

citado por Emerson et al., 2012). Esta dimensión es fundamental para sustentar el valor de la 

diversidad en la administración pública y la gestión de desastres pues, salvaguarda los derechos 

humanos y promueve de igual forma la equidad de las poblaciones afectadas. El término equidad 

se refiere a la distribución entre la sociedad y las oportunidades para que las personas mejoren 

sus condiciones de vida (OECD, 2017, p.92), el cual es un valor irremplazable de la 

administración pública y en los procesos de recuperación. 

 Durante la respuesta, la mayor deficiencia en comunicación entre las ONG y el gobierno 

se materializa en el siguiente ejemplo. En Australia, los participantes del sector sin fines de lucro 

solo podían adquirir la información a través de una ardua navegación de redes sociales o páginas 

webs, debido a la falta de estructuras físicas, como plataformas para compartir información con 

todas las partes interesadas (Curnin & O’Hara, 2019). “El intercambio de información oportuna 
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es fundamental en la gestión de emergencias, por lo que las organizaciones pueden obtener y 

mantener el conocimiento de la situación de los eventos que se desarrollan” (Curnin & O’Hara, 

2019, p. 288).  De este caso podemos extraer que existe una notable deficiencia en las estructuras 

y procesos de comunicación, los cuales a su vez se entrelazan con la interacción colaborativa 

multisectorial. Para determinar la relación discursiva entre el Estado y el público, el Estado o las 

organizaciones deben poder decidir sobre estructuras y procesos ágiles que faciliten la 

comunicación, que pueden y deben variar en el tiempo y entre políticas (Luoma-aho & Canel, 

2020). Por lo que se requieren normas, instituciones y organizaciones que funjan como 

facilitadores en la creación e implementación de procesos y estructuras (Luoma-aho & Canel, 

2020, Curnin & O’Hara, 2019).   

Divulgación de información 

 Curnin y O’Hara (2019) en su estudio de Australia enfatizan la necesidad de contar con 

estructuras físicas formales de tecnologías de información para mejorar la accesibilidad a los 

datos que necesitan todas las partes envueltas. Es importante mencionar que la transparencia y 

acceso a la información pública es uno de los pilares fundamentales del gobierno abierto. “Los 

gobiernos deben “conversar” con las personas y evolucionar desde un gobierno electrónico hacia 

uno donde la colaboración, la participación y la transparencia sean los ejes centrales en la 

elaboración de las políticas públicas” (Naser & Concha, 2014).  Por lo que, los desafíos en la 

colaboración intersectorial son las consecuencias de una deficiencia en la dimensión de 

gobernanza y de carecer de estructuras formales de interacción entre las partes (Curnin & 

O’Hara, 2019).  A continuación, estudiaremos la relevancia del concepto de gobernanza en la 

recuperación.  
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Gobernanza 

 Internacionalmente se ha presenciado cómo la capacidad de respuesta de distintas ONGs 

ha sobrepasado la capacidad de respuesta gubernamental.  Investigadores afirman que luego de 

un fenómeno natural de la magnitud del huracán María, ningún gobierno es capaz de proveer la 

asistencia requerida en un tiempo apropiado (Patterson, at al., 2010; Olshansky & Johnson, 2010, 

citado por García & Chandrasekhar, 2020). Es aquí donde se integra el llamado “tercer sector”, 

el cual cuenta con redes de cooperación, mutualidad, solidaridad, alcance e influencia 

internacional para atender problemas sociales; alterno de las burocracias gubernamentales 

(Aguilar Villanueva, 2010). Las OSFL abogan y ayudan a dar forma a los campos de políticas 

públicas, ya sea directamente o mediante la promoción de ciertos valores y de la ética (Kim, et. 

al., 2022). De acuerdo con Coyne y Lemke (2011) la recuperación ante desastres en los EE. UU 

se caracteriza como "policéntrica" debido a que la toma de decisiones durante la recuperación 

está dispersa entre organizaciones autónomas y efectivamente limitadas por el estado de derecho, 

pueden ser autoridades gubernamentales y no gubernamentales (Coyne & Lemke, 2011; 

Hayward, et al., 2019). 

¿Por qué es importante el concepto de gobernanza?  

Luis F. Aguilar Villanueva argumenta que:  

La pertinencia y productividad del concepto de gobernanza se centra en la insuficiencia 

directiva del gobierno en las condiciones sociales actuales y, en consecuencia, en la 

necesidad de que el gobierno se abra a nuevos actores para estar en grado de cumplir su 

función pública directiva (2006, p.127). 

 Sin embargo, a pesar de sus evidentes insuficiencias, es necesario resaltar que los 

gobiernos tienen una responsabilidad inherente e irrevocable ante su sociedad (Uvalle Berrones, 
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2014). También el gobierno sigue siendo “instancia imprescindible” en la provisión de servicios 

como seguridad pública, lo que incluye el manejo de emergencias (Aguilar Villanueva, 2006).  

Por lo que la gobernanza debe ser un medio para dirigir y convocar a las partes interesadas a 

través de la gestión pública. Santana Rabell (2015) expone que:  

La gobernanza reconoce la importancia del rol de los actores extra - gubernamentales en 

la gestión gubernamental. De ahí que, la participación de las Organizaciones No 

Gubernamentales (ONG’s), las comunidades, la sociedad civil e incluso el sector privado, 

resultan fundamentales en dicho modelo de gestión. Así mismo, el paso hacia la 

gobernanza representa un cambio de una forma de gobernar a base de unas jerarquías de 

mando y sistemas de control, a unas formas de gobiernos en redes y de democracia 

participativa. (Vera Rodríguez, 2015, p.136) 

 La gobernanza provee al gobierno la capacidad de convocar e incentivar a la sociedad 

civil, para debatir y lograr consenso, sin librarse de la responsabilidad que le compete como 

institución suprema de la sociedad.  (Uvalle Berrones, 2014). De esta forma, crear una relación 

interdependiente entre el gobierno y el sector civil. (Aguilar-Villanueva, 2020).  Desde la 

gobernanza la administración pública no es solo dominio de los funcionarios gubernamentales, 

sino que todos los ciudadanos también deben conocer los procesos gubernamentales con el 

propósito de participar e influir los mismos (Vera Rodríguez, 2015). La gobernanza es un 

impulsor de la innovación colaborativa, pues permite a los ciudadanos o comunidades afectadas 

formar parte de las decisiones y establecimiento de sistemas formales (Torfing, 2016). Keping 

(2018), señala:  

El propósito de la gobernanza es guiar, dirigir y regular las actividades de los ciudadanos 

mediante el poder de distintos sistemas y relaciones de manera que se maximice el interés 
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público. En términos de ciencias políticas, la gobernanza se refiere al proceso de 

administración política, incluyendo la fundación normativa de autoridad política, los 

acercamientos a tratar asuntos políticos y la gestión de los recursos públicos. (Arroyo-

Heureaux, 2019, p.6). 

Para esto es necesario resaltar procesos de mérito, para el reclutamiento de servidores 

públicos altamente capacitados. Torfing (2016) argumenta la mejor manera de rebasar las 

barreras en la colaboración multisectorial es precisamente mediante líderes y gerentes públicos 

que asumen una combinación de roles como: convocadores, facilitadores y catalizadores.  

Los servidores públicos deben de igual manera fomentar la transparencia, participación 

ciudadana, rendición de cuentas y ética dentro de los procesos colaborativos. “En la medida en 

que gobernar implica un compromiso ético con la sociedad, el servicio público se convierte en un 

cuerpo de funcionarios honrado y competente que da dinamismo y sentido al gobierno en 

acción” (Arango-Morales, 2015 p. 12).  

Perspectiva de la Gobernanza en Puerto Rico 

Según Kaufmann, Kraay y Mastruzzi (2010) la percepción de la gobernanza importa ya 

que las partes interesadas toman decisiones y actúan en base a sus impresiones o puntos de vista.  

(Arroyo-Heureaux, 2019). Luego del huracán María la diáspora puertorriqueña decidió redirigir 

donaciones, tanto monetarias como de productos, a OSFL pues entendieron serían distribuidos 

que manera más eficiente que por el estado. En abril de 2019 el expresidente de los Estados 

Unidos de América, Donald Trump, sostuvo que los líderes de Puerto Rico son “incompetentes, 

tontos y corruptos” en su recuperación de los devastadores huracanes, Irma y María en 2017 

(Voz de América, 2019).  Percepciones como esta generaron consecuencias negativas para 

Puerto Rico en el acceso y aprobación de fondos federales o asistencia para la recuperación. A su 
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vez, nueve meses después del huracán María un grupo de organizaciones de la sociedad civil en 

Puerto Rico presentaron una denuncia a la Oficina del Alto Comisionado de la ONU sobre 

Derechos Humanos, “con el fin de solicitarle que se pronuncie sobre la violación sistemática de 

derechos humanos en la isla” debido a la inacción por parte del gobierno federal (Amnistía 

Internacional, 2018). Es importante mencionar que históricamente la mayoría de los fondos 

destinados a la recuperación de Puerto Rico provienen del gobierno federal y requieren sistemas 

rigurosos de cumplimiento, evaluación y rendición de cuentas. Por consiguiente, en la búsqueda 

de promover la gobernanza en la recuperación es importante entender la percepción que puedan 

tener las partes sobre la eficiencia del gobierno y sus repercusiones navegando procesos de 

recuperación. En este plano, se vuelve fundamental fomentar mecanismos de transparencia y 

acceso oportuno a la información necesaria.  

Para entender lo que significa un gobierno eficaz, debemos conocer el concepto de 

calidad del gobierno el cual será definido a continuación. Luego analizaremos específicamente la 

dimensión de eficacia del gobierno de Puerto Rico extraído de los resultados de Arroyo-

Heureaux (2019) realizado con los Indicadores Mundiales de Gobernanza del Banco Mundial 

(WGI, son sus siglas en inglés) y el contexto mundial.  

Calidad y eficacia del gobierno  

 El concepto de calidad es definido como la relación con las necesidades, usos o 

expectativas de las personas cuando media un servicio o producto; y la capacidad (o incapacidad) 

de satisfacer las necesidades o exceder las expectativas (Aguilar-Villanueva, 2006). La eficacia 

del gobierno es la percepción de la calidad de los servicios públicos, la calidad del servicio civil 

y el grado de independencia de presiones políticas, la calidad de la formulación e 
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implementación de la política pública y la credibilidad sobre el compromiso del gobierno en sus 

políticas. (Kaufmann et al., 2011).  

En el contexto mundial sobre la eficacia del gobierno en el año 2020, cinco países 

presentan un rango percentil superior a 100 (101 o más), estos son: San Marino, Niue, antiguas 

Antillas Neerlandesas, Mónaco e Islas Cook. En cambio, la composición poblacional de estos 

países no excede los 40 mil habitantes. El segundo rango percentil de 90-100 está compuesto de 

21 países incluidos Australia, Suiza, Suecia, Taiwán-China, Singapur, Nueva Zelanda, entre 

otros. Estados Unidos se encuentra en el tercer rango de 75-90, junto a otros 31 países como 

Reino Unido, España y Alemania. Ambos, el cuarto rango percentil de 50-75 y quinto rango de 

25-50 están compuestos de 52 países. Por último, el sexto rango percentil de 10-25 está 

compuesto de 32 países y el séptimo de 0-10 de 21 países. 

Esto quiere decir que un 26.64 % de los países tiene un rango percentil de 50 o más, lo 

cual supone que su puntación en eficacia del gobierno es de buena a sobresaliente. Esta categoría 

incluye a Australia y Estados Unidos (ver Figura 1).  En comparación, un 24.30% de los países 

que forma parte de los rangos de 50-75, supone una eficacia de gobierno regular. Finalmente, un 

49.06% de los países, la mayoría, tiene un rango percentil de 50 o menos, lo que refleja que su 

eficacia de gobierno es mala o pésima. En la actualidad, Puerto Rico forma parte de este grupo 

de países, con un rango percentil de 41.8.  

La Figura 2 presenta la evolución de la eficacia del gobierno sobre Puerto Rico durante el 

periodo de 1996 al 2020. Los datos utilizados para medir el indicador de eficacia del gobierno de 

Puerto Rico fueron: (1) Economist Intelligence Unit, (2) Gallup World Poll, (3) Global Insight 

Business Condition and Risk Indicators, y (4) World Economic Forum Global Competitiveness 

Report. 
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Desde el 1998 hasta el 2020, Puerto Rico ha tenido un 45% de decrecimiento en la 

eficacia gubernamental. Se puede observar un cambio significativo a partir del año 2009 

(Arroyo-Heureaux, 2019). No obstante, un decrecimiento 19% ocurrió entre el 2016 y el 2017 

(año en que ocurrió el huracán María).  Ivanyna y Shah (2018) argumentan que la mayor 

limitación de este tipo de herramientas de medición es que no reflejan cómo los propios 

ciudadanos perciben el entorno de gobernanza y los resultados en su país (Arroyo-Heureaux, 

2019). Sin embargo, es fundamental considerar que los Indicadores Mundiales de Gobernanza 

del Banco Mundial son uno de los referentes más importantes utilizados a nivel internacional, lo 

que supone una influencia medible en el establecimiento de esfuerzos colaborativos o 

consideraciones de inversión.  

Figura 1 

Indicador de Eficacia del Gobierno en Australia, Estados Unidos y Puerto Rico 

Nota. Adaptada de Worldwide Governance Indicators, de Kaufmann D., Kraay A. y Mastruzzi, 2010 

(http://info.worldbank.org/governance/wgi/Home/Reports). 
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Figura 2  

Evolución de Indicador de Eficacia del Gobierno en Puerto Rico 

 

 Rango percentil en cada uno de los seis indicadores agregados  Margen de error 

Nota. Adaptada de Worldwide Governance Indicators, de Kaufmann D., Kraay A. y Mastruzzi, 2010 

(http://info.worldbank.org/governance/wgi/Home/Reports). 

Organizaciones Sin Fines de Lucro en Puerto Rico 

Las OSFL tienen el propósito de servir y atender áreas de necesidad pública en las que el 

gobierno o el sector privado están rezagados (Rivas-Nina, 2018). García y Chandrasekhar (2020) 

llevaron a cabo una investigación titulada Impact of hurricane María to the civic sector: A 

profile of non-profits in Puerto Rico. De la información recopilada es conveniente destacar las 

perspectivas referentes a las interacciones y a la divulgación de información, la cual presenta 

similitudes con los resultados encontrados en el estudio de Australia (Curnin & O’Hara, 2019). 

En Puerto Rico, aproximadamente un 16 por ciento de las organizaciones que formaron 

parte del estudio de García y Chandrasekhar (2020) dependen de fondos recibidos del gobierno 

central.  Estos datos confirman la relación complementaria entre el gobierno y OSFLs, donde el 
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gobierno provee recursos financieros para salvaguardar los bienes y servicios que ofrece la 

organización (López-Rodríguez, 2021; Pettijohn, 2013). También muestran como el gobierno en 

ocasiones se reduce a fungir como ente de financiamiento para las OSFL, y no necesariamente 

como ente facilitador para otras organizaciones que no reciben fondos. 

Las interacciones entre OSFLs se caracterizan por una conexión más significativa 

mediante redes de comunicación y trabajo mutuo luego del desastre. Mentes Puertorriqueñas en 

Acción operó dentro del espacio de trabajo conjunto de la “Comunidad para la Colaboración e 

Innovación Social” en las oficinas de la Fundación Banco Popular el cual se convirtió en el 

principal centro operativo de respuesta a desastres albergando 120 ONGs. Debido a que este 

espacio tenía altos factores de resiliencia (electricidad, agua, conectividad a Internet, etc.), 

podían comunicarse más fácilmente con las comunidades, identificar necesidades inmediatas y 

apalancar los recursos para facilitar su trabajo en la comunidad (Hayward, et al., 2019). 

Sin embargo, exponen que la conexión con el gobierno ha sido mucho más limitada y 

caracterizada por estructuras informales. En algunos casos la conexión ha sido nula. También, 

cuestionan la falta de inclusión de las partes interesadas, como lo son las OSFL, en las decisiones 

referentes al uso de fondos de recuperación. (Curnin & O’Hara, 2019; García & Chandrasekhar, 

2020). 

Con relación a la difusión de información sobre las fuentes de financiamiento disponibles 

o los eventos participativos, el 52 por ciento de las OSFL expresaron enterarse de estas 

oportunidades a través de las redes sociales o correos electrónicos compartidos por otras OSFL. 

Solo un cuatro por ciento recibió este tipo de información por parte de personal del gobierno 

local (García & Chandrasekhar, 2020). Esto representa un desfase en los procesos 

gubernamentales de divulgación de información con las partes interesadas. 
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Puerto Rico y Australia presentaron los mismos desafíos de comunicación y la falta de 

intercambio de información fundamental entre sectores. (Curnin & O’Hara, 2019; García & 

Chandrasekhar, 2020). No obstante, los desafíos que han enfrentado y enfrentan las OSFL en 

Puerto Rico no deben ser aceptados como el status quo pues el gobierno tiene una 

responsabilidad inherente e insustituible con sus constituyente y especialmente con las OSFL. En 

palabras de López-Rodríguez (2021); 

Hay que destacar que el surgir de las OSFL es precisamente para satisfacer la demanda de 

servicio o bien público no provisto por el gobierno. Siendo así, se entiende que el 

gobierno debe crear políticas que favorezcan al tercer sector y a su vez a los ciudadanos 

que se benefician de este. (p.41). 

La Gobernanza en la Recuperación de Puerto Rico 

El propósito de un esfuerzo de gobernanza en la recuperación de Puerto Rico es, a fin de 

cuentas, contrarrestar la incapacidad y la insuficiencia individual, mediante la colaboración 

multisectorial con el fin de crear valor público.  Aunque, la colaboración del gobierno de Puerto 

Rico y el tercer sector en las respuestas de emergencia refleja que existe una relación 

suplementaria (las OSFL aportan lo que el gobierno no puede) y complementaria (trabajan como 

socios) (López-Rodríguez, 2021). 

El modelo de gobernanza de los fondos de recuperación tras desastre (CDBG-DR) de 

Puerto Rico sigue el modelo descendente, centralizado a nivel federal (HUD- Departamento de 

Vivienda y Desarrollo Urbano de Estados Unidos) y a nivel estatal (Departamento de la Vivienda 

de Puerto Rico), “a través de este enfoque, la cantidad de tiempo asignado a la participación 

comunitaria y la creación de consenso es limitada” (Torres-Cordero, 2020, p. 209). “La gran 

cantidad de dinero que el gobierno federal proporcionó a apoyar el esfuerzo de recuperación 
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requería la integración de todos los sectores” (López-Rodríguez, 2021, p.19). Sin embargo, la 

literatura ha concluido que existe una deficiencia significativa en coordinación, colaboración e 

integración; además competencia de bandos de las ONG, los gobiernos y la empresa privada 

dentro del manejo de un desastre (Kim, Pettit, Harris & Beresford, 2016, según citado por Rivas-

Nina, 2018).  Dicha descoordinación y resistencia para colaborar generan consecuencias como 

duplicación de los esfuerzos de recuperación; lo cual es insostenible en un marco donde los 

recursos (financieros, humanos, etc.) son finitos. 

 Otra consecuencia de la descoordinación es la exclusión de poblaciones que necesitan 

asistencia debido a las políticas públicas. Un ejemplo de esto fue como luego de María, Agencia 

Federal para el Manejo de Emergencias (FEMA) desarrolló mapas de inundación para prevenir 

el uso de fondos federales a los residentes de zonas inundables, muchas comunidades áreas 

costeras, como lo son Loíza y Toa Baja, sufrieron los efectos de este tipo de políticas (Torres-

Cordero, 2020).  

Similarmente, la exclusión también ocurrió en el requerimiento de título de propiedad 

formal para recibir asistencia de FEMA. Esto generó una gran discusión entre algunas OSFL y 

proveedores de servicios legales, como Ayuda Legal Puerto Rico, que generó que FEMA se 

comprometiera a reconsiderar las solicitudes de asistencia de aquellas personas que, siendo 

dueñas de su propiedad, no tienen título formal o la documentación para evidenciarlo (Ayuda 

Legal, 2020).  “Los hallazgos sugieren que hay mucho que se puede mejorar a través de la 

interpretación de las reglas y regulaciones de la política federal y el ejercicio de la discreción 

burocrática” (Torres-Cordero, 2020, p. 204). 
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Legislación de Puerto Rico y otras iniciativas del gobierno estatal 

Con el interés de indagar sobre estructuras formales para la coordinación de la 

colaboración multisectorial en todas las fases de los desastres, se realizó una revisión de la 

legislación de Puerto Rico y otras iniciativas. Los resultados de la búsqueda mostraron cuatro 

agentes importantes. En primer lugar, el Negociado para el Manejo de Emergencias y 

Administración de Desastres. Seguido por el Centro de Operaciones de Emergencias (COE) 

Estatal. Tercero, Puerto Rico Business Emergency Operation Center (PR-BEOC) y finalmente, la 

Oficina Central de Recuperación, Reconstrucción y Resiliencia de Puerto Rico (COR3). A 

continuación, se expondrá el rol de cada uno ellos y el impacto de sus respetivas leyes 

habilitadoras en los esfuerzos de gobernanza en la recuperación tras desastres.  

 Negociado para el Manejo de Emergencias y Administración de Desastres 

Por más de 17 años la Ley 211 del 2 de agosto de 1999 facultó a la Agencia Estatal para 

el Manejo de Emergencias y Administración de Desastres de Puerto Rico el coordinar todos los 

esfuerzos públicos y privados necesarios antes, durante y después de una emergencia o desastre.  

Sin embargo, el 10 de abril de 2017, se crea la Ley Núm. 20 de 2017 titulada Ley del 

Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico con el “objetivo de promover un sistema de 

seguridad más efectivo, eficiente, funcional y que trabaje de forma integrada entre sus 

componentes y con otras agencias del Gobierno de Puerto Rico” (p.3). Esta ley derogó leyes de 

agencias individuales, incluyendo la Ley 211 de 1999 de la Agencia Estatal para el Manejo de 

Emergencias y Administración de Desastres de Puerto Rico.  

Creado el Negociado para el Manejo de Emergencias y Administración de Desastres (en 

adelante “el Negociado”) se incorporó al Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico. 

Desde entonces, en conjunto tienen la función legislativa de: 
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Coordinar todos los recursos gubernamentales, así como con los del sector privado, para 

proveer de forma rápida y efectiva los servicios requeridos antes, durante y después de 

una emergencia de manera que se logre asegurar la vida y propiedad de los ciudadanos. 

(Ley Núm. 20, 2017, p.10). 

Precisamente esta es la misión incluida en la página web del Negociado para el Manejo de 

Emergencias y Administración de Desastres (s.f.).  

Centro de Operaciones de Emergencias (COE) Estatal  

Ante las emergencias de los huracanes Irma y María ocurridos en septiembre de 2017, se 

establece el Centro de Operaciones de Emergencias (COE) Estatal el cual estaría a cargo del 

Negociado. El COE debe garantizar actividades sincronizadas asegurándose de que la 

información esencial se comparta a las partes interesadas de manera eficaz y rápida en una forma 

coordinada (Centers for Disease Control and Prevention, 2018). No obstante, la Ley 20 de 2017 

no detalló las funciones del COE. Esta brecha en la legislación pudo haber ocasionado una 

descoordinación entre el Negociado y demás sectores; evidenciado en las expresiones del 

“secretario de Asuntos Públicos y Política Pública, Ramón Rosario, informó desde el COE el 23 

de septiembre de 2017, pasados tres días de María, que aún no tenían noticia de 18 municipios, 

de un total de 78” (Rivas-Nina, 2018, p.49). 

Puerto Rico Business Emergency Operation Center (PR-BEOC) 

Luego del desastre los problemas de coordinación y falta de comunicación generaron un 

enorme disgusto en el sector privado, quienes exigían soluciones a los problemas. Por lo que en 

junio de 2018 el secretario de Estado, Luis G. Rivera Marín, anunció la incorporación de una 

entidad sin fines de lucro Puerto Rico Business Emergency Operation Center (PR-BEOC, por sus 

siglas en inglés) con el propósito de “facilitar la colaboración, el intercambio de información y la 
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coordinación entre el sector privado y el Gobierno en el manejo de emergencias” (Departamento 

de Estado, 2018).  Sin embargo, a la fecha no se encontró información adicional sobre la entidad 

en la web y el Centro de Periodismo Investigativo (Suárez, 2020) señaló que la entidad no ha 

sometido ningún informe anual (requeridos por el Departamento de Estado) desde su 

incorporación, no tienen página web y se desconocen “los nombres de quienes forman parte de la 

junta directiva de la corporación.” Además, el propósito de alianza pública privada fracasó pues 

en agosto de 2019, el Negociado envió un comunicado informando que el PR-BEOC no 

representaba a todo el sector privado en caso de una emergencia, sino que sería un participante 

más entre las empresas que estuvieran interesadas en participar (Suárez, 2020). 

Oficina Central de Recuperación, Reconstrucción y Resiliencia de Puerto Rico  

Tras los estragos y devastación causados por el huracán María se hace evidente que la 

recuperación de Puerto Rico conllevaría una magnitud de recursos histórica. Por consiguiente, el 

23 de octubre de 2017 el exgobernador, Ricardo Roselló, emite la Orden Ejecutiva Núm. 65 de 

2017 (OE-2017-65) con el propósito de crear una entidad gubernamental responsable de 

desarrollar e implementar un plan estratégico para la reconstrucción de Puerto Rico. De igual 

forma, esta entidad tenía la responsabilidad de garantizar la colaboración entre todos los sectores 

incluidos; entidades gubernamentales, municipios, sector privado y organismos comunitarios.  A 

tales fines, se crea la Oficina Central de Recuperación y Reconstrucción de Puerto Rico como 

una división dentro de la Autoridad para las Alianzas Publico Privadas (AAPP), que a su vez está 

adscrita a la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (AAFAF). 

En septiembre de 2018 la oficina Central de Recuperación, Reconstrucción y Resiliencia 

de Puerto Rico (COR3) introdujo su portal de transparencia de Puerto Rico, recovery.pr, 

herramienta que fue diseñada para proveer acceso a la información relacionada a la recuperación. 
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(Espacios Abiertos, 2019).  No obstante, en 2019 la organización sin fines de lucro, Espacios 

Abiertos, realizó una Radiografía de la Transparencia en la que concluyó que el portal de COR3 

estaba muy alejado de aproximarse a las mejores prácticas con las que deben cumplir los portales 

de recuperación posdesastre según los estándares de Transparencia Internacional. Espacios 

Abiertos (2019) encontró deficiencias en ocho de las 15 categorías. De igual forma, resaltó que 

una de las deficiencias del portal fue el no presentar información de fechas anteriores, 

dificultando que el usuario pueda realizar análisis y generar conclusiones sobre la evolución de 

los proyectos de reconstrucción. Al 2022, esta deficiencia no ha sido atendida limitando la 

rendición de cuentas de la entidad en la administración de los fondos.  En el contexto de la 

recuperación posdesastre la rendición de cuentas es fundamental para la equidad pues a través de 

la del entendimiento de las experiencias del cliente el gobierno puede adaptarse y brindar 

protección a las poblaciones desatendidas contra los intereses de grupos poderosos (OECD, 

2017).  

Con relación a la responsabilidad de colaboración con otros sectores en el portal del 

COR3 no presenta una categoría específica dirigida a facilitar la búsqueda de acuerdos 

colaborativos. Sin embargo, utilizando la barra de búsqueda en la sección de documentos se 

recuperaron dos documentos que formaban parte de la categoría “comunicados de prensa”. El 

primer resultado corresponde a un comunicado de prensa de octubre del 2021 estableciendo que 

el COR3 lideró un encuentro con expertos en cambio climático con la intención de establecer un 

acuerdo colaborativo. El segundo resultado, informó el establecimiento de un acuerdo 

colaborativo entre el COR3 y la Asociación de Industriales “con el propósito de desarrollar 

conocimiento en cuanto a las buenas prácticas de la gerencia de proyectos y compartir 

información sobre el estatus de proyectos de reconstrucción, entre otros asuntos” (COR3, 2022). 
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La Asociación de Industriales es una organización sin fines de lucro que cuenta con una 

Academia de Manejo de Proyectos. La academia provee cursos y certificaciones que van 

alineados a los requisitos impuestos por FEMA, COR3 y CDBG-DR para la creación de 

propuestas (Industriales Puerto Rico). De igual forma, esta colaboración auspició el taller 

“Mejores prácticas de gerencia en proyectos de reconstrucción” realizado en abril de 2022 y 

dirigido a municipios, agencias y organizaciones sin fines de lucro, que desarrollan proyectos 

bajo los fondos de FEMA (COR3, 2022).   

Recomendaciones 

Las presentes recomendaciones son dirigidas a las partes interesadas (stakeholders) que 

de alguna manera u otra participan en los procesos de recuperación tras desastres; entiéndase, 

entidades del gobierno estatal, los municipios, las OSFL, las organizaciones comunitarias y la 

sociedad civil en general. El sector privado fue excluido en las recomendaciones en esta ocasión, 

pero se reconoce su importancia en el financiamiento de las OSFL y otras alianzas público-

privadas. Ante la multiplicidad de actores es fundamental el establecimiento de estructuras 

formales con el propósito de generar canales que converjan los esfuerzos multisectoriales y 

eviten la duplicidad de los servicios prestados.  

Para promover la buena gobernanza en la recuperación tras desastres las partes 

interesadas deben en primer lugar reconocer que trabajan por un mismo fin. En segundo lugar, 

saber cómo trabajar de manera conjunta; cuáles son sus roles y responsabilidades.  Las partes 

interesadas establecen esta dinámica a través del arduo trabajo de personas y entes diversos en la 

creación de valor público. Es vital su relación con el capital social mediante confianza mutua, 

comprensión, legitimidad interna y compromiso, y la capacidad de colaboración conjunta 
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mediante arreglos institucionales y de procedimiento, liderazgo, conocimiento y recursos 

(Emerson et al., 2012). 

Liderazgo y Gerencia Pública  

Los servidores públicos deben encargarse de revisar la efectividad de las estructuras 

formales dirigidas a la colaboración. De acuerdo con la literatura, la mejor manera de promover 

la colaboración multisectorial es mediante líderes y gerentes públicos que fungen como: 

convocadores, facilitadores y catalizadores. Convocadores para poder citar personas afectadas y 

estimular interacción, motivar a las personas, clarificar roles y fomentar interacción. 

Facilitadores para persuadir, reducir costos de colaboración y fomentar la confianza. 

Catalizadores para proyectar el sentido de urgencia, animar a cambiar de perspectiva cuando sea 

necesario y añadir creatividad al proceso (Torfing, 2016). Además, durante todos estos procesos 

los servidores públicos deben fomentar la transparencia, la diversidad, la participación 

ciudadana, la rendición de cuentas y la ética en el sistema de gobernanza. El reclutamiento de 

servidores públicos debe estar enfocado en el principio de mérito, para seleccionar a los mejores 

candidatos disponibles y promover la legitimidad del gobierno.  

Estructuras de Comunicación 

Coordinar la comunicación y el intercambio de información vital en todas las fases del 

manejo de desastre. En el establecimiento de sistemas de gobernanza se debe crear un 

entendimiento general de la comunicación efectiva y sus dimensiones: sustancia, participantes y 

estructuras. En el caso de Puerto Rico debe hacerse un mayor énfasis en la dimensión de 

participantes, quién habla y quién escucha; y la dimensión de estructuras, las instituciones, 

procesos y normas a través de los cuales se produce esta comunicación.  De esta forma, se 

fomenta la diversidad de sectores y la claridad de los roles de las partes del sistema. 
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Transparencia y Rendición de Cuentas 

Los ciudadanos tienen el derecho a información oportuna y útil de la gesta gubernamental 

en la recuperación. Ante la histórica desconfianza social en las estructuras gubernamentales el 

acceso a la información y la oportunidad de los ciudadanos a realizar inferencias y 

recomendaciones fundamenta la legitimidad del gobierno y colaboración multisectorial.  

En particular, el Negociado tiene la función legislativa de coordinar de manera efectiva 

esfuerzos públicos y privados antes, durante y después de una emergencia. Sin embargo, durante 

esta investigación no se pudo encontrar información que evidenciara el cumplimiento de tal 

función. Se recomienda la integración de una sección en su página web dirigida a la 

colaboración. En esta sección se deben presentar los socios, acuerdos e informes colaborativos y 

un plan de gobernanza en la recuperación.  

Con relación al COR3, la Orden Ejecutiva Núm. 65 de 2017 (OE-2017-65) le delegó la 

responsabilidad de garantizar la colaboración entre todos los sectores. Al igual que a El 

Negociado, se recomienda que se integre en su portal de transparencia una sección de 

colaboración; presentar los socios, acuerdos e informes colaborativos. También, la OE-2017-65 

delegó la responsabilidad de desarrollar e implementar un plan estratégico de reconstrucción, 

políticas y procedimientos alineados, por lo que este debe formar parte de su portal de 

transparencia. La deficiencia en el portal de transparencia de COR3 sobre la inaccesibilidad de 

los datos históricos representa una gran limitación para la rendición de cuentas y se recomienda 

que sea atendida con prontitud. El acceso a la información, la participación ciudadana y la 

rendición de cuentas es fundamental en los procesos de gobernanza para la recuperación tras 

desastre.  
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Gobiernos Municipales y las Organizaciones sin Fines de Lucro (OSFL) 

Los municipios, siendo las estructuras gubernamentales de mayor cercanía a las 

comunidades tiene la oportunidad y responsabilidad de velar por la inclusión y diversidad de los 

actores en los procesos de gobernanza. Los municipios y las OSFL en muchas instancias 

atienden los mismos problemas y comunidades, es importante estudiar la posibilidad de apoyarse 

mutuamente.  Por tanto, tienen el deber de compartir de manera proactiva información relevante 

a la recuperación como prioridades, expectativas y presupuestos con las partes interesadas. Las 

OSFL pueden compartir informes anuales, mantener una comunicación abierta e intencional con 

el municipio y de ser posible establecer acuerdos colaborativos. De esta manera, se minimiza la 

duplicidad de recursos en las comunidades y se pueden atender otras poblaciones que necesiten 

la ayuda.  

Comunidades y la Sociedad Civil 

Las comunidades pueden ser un actor importante en la identificación de necesidades de 

sus vecinos y familiares. También, pueden proveer recursos (humanos, físicos, etc.) y apoyar a 

actores externos en los procesos de recuperación o recopilación de datos. La sociedad civil tiene 

la responsabilidad de conocer e indagar en los procesos de recuperación para así fomentar la 

creación de políticas públicas y estructuras que reduzcan el tiempo de recuperación. 

Evaluación del Desempeño y Gobierno Abierto 

Según la OECD, es muy probable que los datos de Gobierno Abierto se utilicen cada vez 

más para complementar los indicadores de desempeño sobre los resultados de las políticas 

públicas y la calidad de los servicios (2017). Cuando hablamos de procesos de recuperación es 

necesario contar con informes sobre el desempeño y la calidad de los servicios brindados. De 

esta forma poder evaluar la calidad de los esfuerzos multisectoriales, oportunidades de 
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apalancamiento y a su vez la reducción de la duplicidad de servicios. En condiciones ideales, el 

gobierno tendría la capacidad de realizar dichas evaluaciones, sin embargo, en algunas instancias 

este puede no ser el caso. Por tal motivo, el acceso abierto a los datos facilita que partes 

interesadas como las OSFL y la academia puedan realizar informes o evaluaciones públicas, y 

generar soluciones a los problemas que puedan existir. Sin transparencia la ciudadanía no puede 

obtener la información necesaria para participar con conocimiento en el debate y evaluar el 

desempeño de las instituciones públicas (Espacios Abiertos, s.f.). 

Conclusión 

Los problemas perversos que enfrentan las sociedades no son únicamente de los 

gobiernos centrales, por lo que es necesario promover la gobernanza e innovar en estructuras de 

colaboración y coordinación multisectorial. Aunque los desastres naturales son eventos 

complejos y que en muchas ocasiones generan resultados inesperados, existen aspectos que 

pueden ser planificados para mitigar los riesgos e impulsar la colaboración.  

Finalmente, volviendo a nuestra pregunta principal, ¿cómo el gobierno puede fungir 

como socio en la coordinación de esfuerzos multisectoriales y evitar la duplicidad en la 

recuperación? Es necesario impulsar sistemas de gobernanza mediante la estructuración de la 

colaboración y plataformas funcionales de comunicación. La participación multisectorial es 

fundamental para asegurar que las políticas públicas y los procedimientos remedien las 

necesidades de la sociedad y salvaguarden a todas las comunidades.  

Por último, el reclutamiento del personal de manejo de desastre debe llevarse a cabo 

mediante los más altos estándares y el principio de mérito. La gobernanza en la recuperación 

solo puede ser factible con servidores públicos altamente capacitados que convoquen a las 

personas, faciliten la colaboración y catalicen los procesos colaborativos (Torfing, 2016).  
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